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SI.],NTENCI  INl'ERLOCUTORI  DEL'IRIBUNAL CONS'I'ITUCIONAI,

e

I irra I5 dc octubrc dc 201 8

ucstión dc Dcrecho invocada contradiga un precedentc del Tribr¡nal
nstitucional

e haya decidido dc lnancra dcsestimatofla en casos suslancialmenle igL¡alcs

ASUNI'o

Ilccurso de agravio constrtucional inlerpüesto por doña Lilian Rubín de Celis I luamaní
co¡ha le scnlcncia de lbjas 237, de 28 de agoslo de 2017, cxpcdida por la Sal¿ Civil de

la Cortc Supcrior de Justicia dc Puno, que declaró improcedcntc su dcmanda clc amparo.

t'u N l).\ t\I I.t N r'os

lln la scntc¡cia cmilida en el [xpedienle 00987-2014-PA/TC, publicada en e] dirrio
oñcial El Pcruarut cl 29 cle agosto de 2014, cstc Tribunal estableció, e¡ el
[unda]ncnto 49, con carácter de precedcnte, quc sc cxpedirá sentencia interlocutoliil
dcncgatoria, dio¡ada sin más trámitc, cuando sc presente alguDo de los siguieotcs
supuestos, qüe rgualmente están contenidos en cl a¡ticulo I I del Iieglamenlo
Normativo dcl Tribunal Constif ucional:

Carezca de fundamcntación la supuesta vulneración qüe se invoquc.
La cueslión dc Derccho contenida en el recurso no sea dc cspccial
lrasccndencia constitucional.

a)
b)

En cl prcscntc caso, la recuüente solicita la nulidad dc la ¡csolución 8, de ,tr de .!unio
dc 2015, del cuademo de medida cautelar signado con cl número 274 12014
I'UNO, expcdida por la jcfa dc Ia Oñcina de Control de la Magistratura del Poder
Judicial (fojas 65), cuya partc rcsolutiva dispone 1o siguiente:

CON¡'IRNI^II la rcsolL,ción N' I 2014 ()DtiCMA CSJPU dcl 4 dc dicicDlbrc dcl
20la (l¡lios 52 a 86), c¡¡itida por ]a Jcfalura dc la oDECMA .tc la Corlc Supcrior dc
Jtrricia dc Puno, c¡ cl cxlrcno quD.impone la nredida cautelar de suspcnsión prevcn¡iva
cont¡a L¡ scrvidora LILIAN RUBIN DE Ctrl,ls HUAMANI. en su actuación como
responsablc de la Mcsa de Pares Única dc la cilad¡ Cortc, debic¡do coücr cltrcscntc
cuadcrno caurclar conju¡ramcntc con cl princip¡1.

3. Sostienc, f'undamcntalmente, que dicha resolución vulnera su derecho al debido
proceso, especificamente, el pincipio ne bis in idem, debido a que existe un
procedimiento adnri¡istrativo disciplinario prcvio, signado con cl Expcdicntc 014-
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4. Sin ()mbargo, esta cootrovcrsia pucde ser discutida en la via ordinaria mediante el

proceso especial previsto cn cl Tcxto Únrco Orden¿do,le la Ley 27584 que Regula
el Proccso Contcncioso Administrativo, aprobado mediante Decreto Supremo 013-
2008-JUS. En efecto, dicho proceso está en condiciones de evalua¡ si la ¡csolución
cuestionada eD autos fue emi¡ida cn un procedimiento regular o si afecta, de algxna
manera, los derccbos dc la recurrentc; máxime si en él son procedentes las medidas
cautclarcs (Cf¡. a¡liculo 40 del TUO delaLey 2'7584).

5. Ln consecuencia, cl prcscntc ¡ccu¡so de agravio ha incu¡rido cn la causal de

rcchazo prcvista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el
Expediente 00987 2014-PA/TC y en el inciso b) del aúiculo 11 del Reglamento
Normativo dei Tribunal Constitucional. Po¡ csta razón, corrcspondc dcclarar, sin
más trámitc, improcedcnte cl rccurso dc agravio constitucional.

Por cstos ftlndamcntos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le conficrc Ja

Constitución Politica del Perú, y la pafticipación del magistr¿do Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir Ia discordia suscitada por el voto singülar del
magistrado Fcrrcro Costa,
Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

RUSUELVI

Dcclara¡ IMPROCEDENTE cl rccurso de ag¡avio constitucional, porque la cuestión
dc Dcrecho contenida en el recurso carece de espccia) trasccndcncia constitucional.

Pubiiqucse y notifiqucsc

i\,IIRANDA (]ANAI,I.]S

SARDÓN DE'T'ABOADA
ESPINOS -SALDAÑA BARRERA €4

La

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

2014 APAD-CSJPU, mediantc cl cual la entidad emplazada la viene investigando
por los mismos hechos.

---J
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISI'RADO ESPINOSA.SALDAÑA
BARIIEILA

Estoy de acuerdo con el scntido dc lo rcsuelto en la prcsente resolución: sin embargo,
con"¡de¡o nece.ario efectuar la-; -riguientes preci.ione.:

Nuestra rcsponsabilidad como jueces constitucionales del Tribunal Constitucional
peruano incluye pronunciarsc con resolucioles comprcnsibles, y a la vez, ¡igurosas
técnicamente. Si no se toma en cucDta cllo. cl I¡ibunal Constitucional lalta a su
responsabilidad imtitucional de concretización de la Constitución, pucs debe
hacerse entender a cabalidad cn la compresión del ordeni¡miento juridico conlbnne
a los principios, valores y demás preceptos de esta misma Constitución.

2. En el l'undamento ju dico 4 encuentro presente una confusión dc caráctcr
conccptual, que se repite asimismo en otras resoluciones del Tribunal
Constitucional, la cual consiste en utilizar las expresiones "afectación",
"intervención" o similares, para hacer a rcfcrencia cie¡tos modos de injerencia en el
contenido de derechos o de bienes constitucionalmente protegidos, como sinonilnas
de "lesión" o "vulneración".

3. En rigor conceptual, ambas nociones son diferentes- Por una parte, se hace
relerencia a "intervenciones" o "afectaciones" iusfundamcntalcs cua¡do, de manera
genérica. existe alguna fomla de incidencia o injerencia en el contenido
constitucionalmente protegido de un dcrccho, la cual podría ser tanto una acclón
como una omisión, podria tener o no una connotación ncgativa, y podria t¡atarse de
una injcrcncia desproporcionada o no. Así visto, a modo de cicmplo, los supuestos
de restricción o limitación de derechos ft¡ndamentales. así como muchos casos dc
delimitación del contenido de estos dcrcchos, pueden ser considerados prina facie
es decir antes dc analizar su legitimidad constitucional, como formas dc afcctacióo
o de inter\,ención iusfundamental.

4. Por otra pañe, se alude a supuestos de "vulneraoión" o "lcsión" al contenido de un
dcrccho fundamental cuando estamos ante intervenciones o afectaciones
it¡sñ¡ndamentales negativas, di¡cctas, concretas y sin una justificación razonablc.
Por cie o, calillcar a tales al'eclaciones como ncgativas e injustiñcadas, a la luz de
su incidencia en cl ejercicio del derecho o los derechos alegados, presupone la
realización de un análisis sustantivo o de mé¡ito sobre la legitimidad de la
interferencia en el derecho.

(-
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5. Además, conside¡o necesario scñalar que estamos a¡te una amenaza a un derecho
fundamental cuando ¡os enconlramos ante un hecho futuro quc constituyc un
pcligro próximo (cierto e inminente), en tanto y en cuanto conhgura una incidencia
negativa, concreta. dirccta y sir justiticació¡ raz o¡able a ese derecho lundamental.

6. Po¡ otro, aquí ha quedado plenamente acrcditado que el recurso de agravi,,
coftlitucional no encuentra respaldo en el co¡tenido constitucionalmente protcgido
de los derechos invocados por la pa¡te demandante. Siendo así, se verifica que se ha
incurrido en la causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento,l9 de la
sentcncia cmitida cn el ]lxpedierte 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo
11 del Reglamento No¡mativo del Tribunal Constitucional.

7. Ahora bien, e[cuentro que la redacción del proyecto no es ]o sulicientemente clara
para explicar las razones por las cuales aqui la cuestión dc DcÍccho planteada carece
de especial trascendencia constitucional, conforme las pautas establecidas por cstc
'I ribunal.

8. E11 efeclo. lal como ha desarro]lado cste Tribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emiti¡ una sentencia inte¡locutoria, luego de hacer
mención a las causalcs de improcedencia liminar recogidas en el fundamcnto 49 de
"Vásquez Romero", corresponde refcrirse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal espcciñca en la cual habria incur¡ido el rccurso planteado, así como cumplir
con explicar cuáles son los alcances de ia causal utilizada.

9. De este modo, la exposición de las razones por las cuales el recurso incurrc cn una
causal dele¡minada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orde¡ lógico a los argumcntos que fundamentan 1o resuelb en el caso.
Dichas cualidades son las que se espera quc tenga una decisión tomada por estc
Tribunal, en tanto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
relevante como lo es la tutela dc de¡echos fundamentales.

(

Lo qu o:
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EL TRTBUNAL CoNS [r'rtICroNAL coMo coRTE Df, REvrsróN o rALLo y No DE

La Comtitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales corru
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al f¡jbunal Constitucional
cn instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vcz cn nuestm historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano a./ roc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea dc garalltizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
de los derechos lundamcntales.

2. La Ley Funda.mental de 1979 estableció quc el Tribuaal de Garantias
Constitucionales e¡a un órgano de control de la Cor$titución, que tenía jürisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en vía de cdsación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia u'la instancia habilitada pam falla¡ en forma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronrmciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dereeho. reconocido. cn la Con.tirución.

3. En ese sentido. la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigerte en cse momento, estableció, en sus artículos 42 a|46, que
dicho órgano. al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incur¡ido e1I graves vicios procesales en la
tramitación y resolución dc la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señ¿rlar Ia deñciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo lallo siguiendo slls lineamientos,
procedimienlo que, a todas luces, dilataba ell cxceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulne¡ación de de¡echos lue seriamentc
modilicado en la Constitución dc 1993. En primer lugar, se amplían los
occanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, hebeas corpus, añparc, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como ó¡gano de control de Ia constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calilica erróneamc¡te como "órgano de control de la Constitución,,. No obstante. en

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRA.DO FERREIIO COSTA

Con la potestad que me oto¡ga Ia Conslitució4 y con el mayor respeto por la ponencic
de mi colega magistrado, cmito el preselte voto singular, para expresar respetuosamentc
que disierto del precedente vinculantc establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SEN'IENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
contiI1uación expongo:

ry



w
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

I tilril ililtilililI ililtl
EXP. N." 04265-20 I7-PA/rC
I'UNO
LILIAN RUBiN DE CELIS HUAMANi

matcria dc procosos constituciolales de la ]ibertad, la Constituciór establece que el
'l'¡ibur,al Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señala¡ que la Constjtución Política del Perú, eD su artículo 202, inciso 2,
prcscribe que coresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
definíliya instancia. las ¡,esoluc¡okes denegatorias dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas dala ), acción de cumpl¡miekto". Esta disposicion
constitucional, desde una posición de franca tutela de los de¡echos fuldamentales,
exige que el 'f¡ibunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado i}n ut derecho lu¡damental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la perso¡a humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "lLl obseryanc¡a del debido proceso y tutela
jur¡sdicciondl- Ninguna persona puede ser desvíada de la julisdicción
prerleterminada por la ley, ni sometida d prccedimiento distinto de los pleriañe te
es¡ablecidos, ni juzguda pot órganos julisdiccionales de excepción ni pur
comisiones especiales creudas dl ef¿cto cudlquieta sea su denominación",
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

7. Lo constitucional es escuchar a la partc como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de delensa de los derechos lundamentales l'rente a ios podcres
públicos y privados, Io cual evide¡cia cl triunfo de la justicia fre[te a ]a
arbitrariedad.

8. La administración de jr¡sticia constituciolal de Ia libertad clue brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa. como corresponde. del derecho de

tfi1

6. Como se advie e, a diferencia dr; lo que aconlece en otros países! et1 los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la via del certiordri
(Suprema Corle de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyentc optó por
r¡n órgano supremo de jntc¡pretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos dc la libertad cua[do el agraviado no haya obtenido ru]a
protccción de su derecho en scde del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amcnaza o lesión de un derecho l'u¡damental, se
debe abrir la vía corrcspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo sc produce si se permite ai
pelicionante colaborar con los jueces constitucionales medjante tu] pormenorizado
analisis de lo quc se prerende. de Io quc sc invoca.

BL DERECHo a sER oiDo coMo NraNrF[sTACróN Df, LA D[MocRATrzacróN D[, Los
PRocEsos CoNSTrrucroNALEs Df, LA LTaERTAI)
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9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión dc una resolución constitucioIla]
sin realizarse audiencia de vista cstá rclacio¡ado con la delénsa, la cual, sólo es
efectiva cuando cl justiciable y sus abogados pueden exponer, dc manera escrita y
oral, los argumentos peñi¡entes, corcretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proccso constitucional.

10. Sobrc la intervención dc las paftes, coüesponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenla sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los de¡echos iltherenles a todo ser humano, 1o que
incluye el derecho a ser oído coIr las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la pañicipación di¡ecta de las partes, en defensa de sus i¡tereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proccso. De lo contrario, se dccidi a sobre la esfera de interés de
una perso¡a sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, Io que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el dcber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumcntos que justiican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional sc
legitima no por ser un libunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de de¡echo y de hecho relevantes eD cada
caso que resuelve.

12. E¡ ese sentido, la Coñe Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga dl Estado a tratur al individuo en ¡odo ñomento como
un verdadero sujeto del proceso, en cl mas ampliú sen¡ido de cste cuncepfo, y no
s¡mplemente como objelo del mismt"" . y ql:e "pora quc cxista debido proteso legal
es prcciso que un justiciable puedd hdcer valet sus derechos y defendet sus
íntereses en-.forfia efectiwr y en condiciones de igualdad procesal con otros
tu\lt, t,rblP\''

I Corle IDH. Caso Ba¡reto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
ptu'rafo 29.
t Corte IDH. Caso Hilaire, Consta¡tine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del2l dejunio de 2002, prínafo 146.

fr4

defensa inierente a toda pe¡sona, cuya maniGstación primaria es el derecho a sc¡
oído con todas las debidas garantias al interior dc cualquier proceso en el cual se

dctc¡mincn sus derechos, intereses y obligaciones.
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13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
dcsvi¡tuado por el Tribunal Constitucioral si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho 'lribunal cs su i¡táprcte supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
T¡ibunal Constitucional no "conccde" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al T bunal 1o que le conesponde es conocer del
R-{C y pronunciarse sobre el fondo. Por cnde, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso! sino pot el contrario de "conocer" lo quc la pañe alega
como un agrJ\ io que le causc ¡ndelensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de 1os casos,
aequiere ser aclarado, justiñcado y concretado en supueslos específicos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justiñcarlo,
convie¡te el empleo de la prccitada sentencia e¡ arbitrario, toda vez que se podría
af¿ctar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oido con las dcbidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, al¡ctando notablemente a los justiciables, quienes
tend¡ía¡ qüe adivinar qué rcsolverá el Tribunal Constitucional antes dc presentar su
respectiva clcmanda.

17. Por lo demás, rzafatis mutandis. el precedc¡te vinculante contcnido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
falios, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Scntencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una ¡eafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (süpletoricdad, vía pre\,ia,
vías paralelas, )itispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
ciefio, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recu¡so de agravio
constitucional.

/t[1

1,1. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad Ia denominada
"seÍtencia interlocutoria", el ¡ecuNo de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya quc el Tribunal Constitucional no ticne competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para protege¡ y reparar los derechos fundamentales de los
ag¡aviados, voto a favor de r¡ue en el presentc caso se convoque a audiencia para la
vista, lo <¡ue garantiza que el Tribunal Constitucional. en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
deiechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
cspecialmente si se tiere en cuenta que, agotada la via constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúi Ferrero Rcbagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, r¡na defensa total de la Constitr¡ción, pues si toda ga¡antía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está del'endiendo el de los demás y el de Ia comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".

WW7
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